SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°12
RADICACIÓN:  660013107001201600153-01

ACCIONANTE:  JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO G.
CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -  2ª instancia - 


09 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
660013107001201600153-01
Accionante:
JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO
Accionado:
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que concedió el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / RELIQUIDACIÓN PENSIONAL / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “En el caso  objeto de estudio se vislumbra que le asistía razón al ciudadano JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO al instaurar la acción de tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición desde septiembre 23 de 2016, la entidad no le informó dentro de los 15 días siguientes los trámites que allí se debían surtir, si requería pruebas para decidir o un plazo superior para responder, como lo refiere la jurisprudencia, contrario a la postura esgrimida por el recurrente en tal aspecto, la cual por su puesto no comparte esta Sala. Tal situación, como se indicó con antelación, solo acaeció en enero 2 de 2017 cuando se le comunicó al apoderado del actor dicha circunstancia y que por ende la demandada necesitaba de 4 meses para resolver la solicitud de reliquidación elevada, la cual venció en enero 23 de 2017, sin que a la fecha se haya recibido respuesta de fondo a la petición que presentó en nombre del señor JOSE ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO en septiembre 23 de 2016, según la comunicación que sostuvo esta Sala con la secretaria del abogado DIEGO FERNANDO CORTÉS HENAO. Como quiera entonces que pese a haber transcurrido varios meses desde que se radicó la petición ante la U.G.P.P., para obtener nuevo estudio de la reliquidación pensional, sin que la entidad hubiere informado dentro de los 15 días siguientes que requería de mayor tiempo para ello, y pese a haber transcurrido también los 4 meses con los que según la demandada contaba para resolver lo pedido, mismos que fenecieron en enero 23 de 2017, se estima que la protección constitucional pretendida tenía vocación de prosperidad, como así lo consideró el funcionario de instancia.”.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
                                                                 Acta de Aprobación N° 094
                                                 Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Subdirector Jurídico Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante U.G.P.P.-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por el ciudadano JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO.

2.- DEMANDA 

Informa el señor BUITRAGO GALLEGO que en septiembre 23 de 2016 presentó derecho de petición –por intermedio de su abogado- a la U.G.P.P., por medio de la cual pedía se efectuara un nuevo estudio  de reliquidación pensional, respecto de la Resolución RDP 25571 de julo 12 de 2016, sin que a la fecha de interposición de la tutela -diciembre 16 de 2016-, se le hubiera dado contestación alguna.

Pide en consecuencia, se ordene a la entidad accionada se dé respuesta a la petición elevada.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la U.G.P.P., sin que la misma se hubiera pronunciado al respecto.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de enero 5 de 2016 –entiéndase 2017- y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO al estimar que la entidad accionada no se pronunció en relación con la solicitud presentada en septiembre 23 de 2016, por lo cual ordenó a la U.G.P.P. que dentro de las 48 conteste lo relacionado con el reclamo elevado, orientada a efectuar un nuevo estudio de la reliquidación pensional.

3.3.- Con posterioridad a emitirse el fallo, se allegó al despacho de primer nivel respuesta a la acción de tutela, la cual, por su extemporaneidad no fue objeto de análisis por el a quo.

4.- IMPUGNACIÓN

El Subdirector Jurídico Pensional de la U.G.P.P., informa que a la petición elevada en septiembre 23 de 2016, donde se pidió la reliquidación de la pensión de jubilación del señor BUITRAGO GALLEGO, se le respondió en enero 2 de 2017 al apoderado del actor, donde se le indica que los 15 días para atender dicha solicitud no aplica en este caso, puesto que por tratarse de un tema de reliquidación de pensión, la entidad cuenta con 4 meses para responder lo pedido, y por ende considera que en momento alguno se ha desatendido lo reclamado por el accionante, máxime que la U.G.P.P. se encuentra en término para resolver su pretensión, cuyo plazo vence en enero 23 de 2017.  

Pide en consecuencia se revoque el fallo adoptado y se desestime lo pedido por el actor, pues la entidad realiza todas las gestiones para dar respuesta de fondo a su requerimiento y aun se halla dentro del lapso para ello.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por el señor JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola como ahora se pide.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera vulnerado por la U.G.P.P., al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada en septiembre 23 de 2016, para que se efectuara un nuevo estudio de  reliquidación de la pensión de jubilación respecto de la resolución RDP 25571 de julio 12 de 2016, como consta en el  radicado N° 201670013190282.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 
Sobre el particular existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”.-negrillas de la sala-
Y en materia pensional, el artículo 9º Ley 797/03 señala que las distintas autoridades tienen un plazo de 4 meses para pronunciarse acerca del reconocimiento pensional, situación ésta que ha sido debidamente decantada por el máximo órgano de la jurisdicción constitucional en diversos pronunciamientos
. 
En relación con el tema de la reliquidación pensional en la Sentencia T-562 de 2008, así se pronunció la Corte Constitucional:

“En otras palabras, en materia pensional los operadores de pensiones, sean públicos o privados, cuentan con un término máximo de 4 meses para resolver de fondo las  peticiones relacionadas con reconocimiento de pensión o reajuste, revisión o reliquidación de las mismas, a fin de que dentro de dicho término realicen las gestiones necesarias para resolver de manera efectiva o adecuada las solicitudes. Sin embargo, dentro de los 15 días siguientes a la presentación, el mismo operador debe comunicar al peticionario la información que éste haya solicitado en torno a los trámites a seguir para la resolución de su solicitud, solicitarle las pruebas que requiera para tal efecto o, si es del caso, que necesita de un término mayor de 15 días para responder.” -negrillas de la sala-
En el presente asunto, le asiste razón al accionante al indicar que efectivamente dicho plazo se encuentra superado, en tanto la petición de reliquidación penal fue radicada en septiembre 23 de 2016, sin que al momento de haberse instaurado la tutela -diciembre 16 de 2016- la entidad le hubiere informado, dentro de los 15 días hábiles siguientes, en qué momento respondería de fondo a la petición y por qué no le era posible contestar con antelación, pues véase que solo con ocasión del trámite de la acción constitucional, por parte de la U.G.P.P. se le envío oficio al apoderado del actor en enero 2 de 2017 por medio del cual se le expresó que se cuenta con 4 meses para dar trámite a su solicitud y que en consecuencia se encontraba dentro del término para ello, toda vez que ese lapso vencía en enero 23 de 2017.

En el caso  objeto de estudio se vislumbra que le asistía razón al ciudadano JOSÉ ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO al instaurar la acción de tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición desde septiembre 23 de 2016, la entidad no le informó dentro de los 15 días siguientes los trámites que allí se debían surtir, si requería pruebas para decidir o un plazo superior para responder, como lo refiere la jurisprudencia, contrario a la postura esgrimida por el recurrente en tal aspecto, la cual por su puesto no comparte esta Sala.

Tal situación, como se indicó con antelación, solo acaeció en enero 2 de 2017 cuando se le comunicó al apoderado del actor dicha circunstancia y que por ende la demandada necesitaba de 4 meses para resolver la solicitud de reliquidación elevada, la cual venció en enero 23 de 2017, sin que a la fecha se haya recibido respuesta de fondo a la petición que presentó en nombre del señor JOSE ALBEIRO BUITRAGO GALLEGO en septiembre 23 de 2016, según la comunicación que sostuvo esta Sala con la secretaria del abogado DIEGO FERNANDO CORTÉS HENAO
. 

Como quiera entonces que pese a haber transcurrido varios meses desde que se radicó la petición ante la U.G.P.P., para obtener nuevo estudio de la reliquidación pensional, sin que la entidad hubiere informado dentro de los 15 días siguientes que requería de mayor tiempo para ello, y pese a haber transcurrido también los 4 meses con los que según la demandada contaba para resolver lo pedido, mismos que fenecieron en enero 23 de 2017, se estima que la protección constitucional pretendida tenía vocación de prosperidad, como así lo consideró el funcionario de instancia.

Por lo anterior, para esta Corporación la postura del recurrente al aducir que la U.G.P.P. no vulneró el derecho fundamental de petición no tiene asidero alguno por lo referido con antelación; y, en consecuencia, se acompañará la providencia adoptada.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Véase entre otras: Sentencia SU 975 de 2003, T-562 de 2008, C-1024 de 2004, T-121 de 2014.





� Ver folios 4 del cuaderno de segunda instancia.
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